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SINOPSIS 





Entre la espada y la pared, es un análisis de la historia actual de España, desde el final de la Guerra Civil de 1936 hasta los primeros gobiernos del
 PSOE, de finales del siglo XX. 



Se trata de un ensayo histórico, que se ocupa de los hechos más relevantes del régimen franquista y los años de la transición, así como de los principales momentos de la Constitución y el felipismo. 
            

El texto trata de dar una visión asequible de medio siglo de historia, abarcando los aspectos sociales, económicos y políticos más destacados y teniendo en cuenta sus personajes, leyes y acontecimientos. 
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1. INTRODUCCION 

Prólogo 

El presente texto es un análisis de la historia actual de España desde el final de la guerra de 1936, hasta los primeros gobiernos del PSOE de
 finales del siglo XX. Se trata de un ensayo histórico, que se ocupa de lo más relevante del régimen franquista y de la fase de transición que le siguió, así como de los principales aspectos del periodo constitucional actual. 
            

Hay títulos que pretenden ser un manifiesto o una declaración de intenciones de lo que viene después, de lo que se quiere decir en el texto. Este es uno de ellos. Un título síntesis que aspira a resumir las páginas que le siguen. Este ensayo, al mismo tiempo, trata de dar una visión asequible e histórica de un largo periodo que abarca la segunda mitad del siglo XX de la historia
 de España y se ocupa de calificarlo en los aspectos sociales, económicos y políticos. Todo ello desde el punto de vista de un historiador. De alguien que
 recoge, recopila y selecciona materiales como documentos, hechos, ideas, datos,
 estadísticas, programas, leyes, declaraciones, intenciones, biografías etc. Y trata de relacionarlos para dar una visión analítica del conjunto y de sus partes. 
            

La cronología del trabajo pertenece a la segunda mitad del siglo XX, desde el final de la
 guerra (1939) hasta el final de los primeros gobiernos del PSOE (1996). Son las
 fechas que van desde la dictadura militar hasta el relevo constitucional en el
 gobierno, entre los sucesores del franquismo y los antiguos republicanos,
 vencidos en la guerra. Sin que para este cambio medie, por primera vez en dos
 siglos, un golpe de Estado o una guerra. 
            

La espada de Franco 

Franco dirigió España durante casi cuarenta años, mediante el uso de su espada. A veces afilada, a veces desgastada. Pero
 siempre espada y siempre en sus manos. O en las de sus ayudantes. Aunque muchos
 puedan creer que esto es solo una metáfora, lo cierto es que fue así. Al menos en sus aspectos políticos principales. No de otra forma se explica que un régimen que empezó con una guerra de tres años, y más de medio millón de muertos, mantuviera una durísima represión durante otros cuarenta y terminara con las cárceles llenas de opositores. Y fusilando a cinco de ellos en septiembre de 1975,
 después de un juicio militar sumarísimo, el mismo año de la muerte del dictador. 
            

Pero una vez desaparecido Franco, los políticos que le sucedieron en el poder, ya no eran franquistas. O no lo eran del
 todo. Estaban convencidos, además, que no era posible seguir gobernado el país con los mismos usos y formas políticas. También sabían que estaban rodeados de gentes y sociedades que habían evolucionado. Y el pueblo español con ellos, mientras el régimen permanecía haciendo equilibrios, en el filo de la espada del dictador. 
            

La pared constitucional 

Si el franquismo fue una espada, la Constitución es una pared. Un obstáculo levantado en 1978. De un lado, para contener las iras involucionistas de
 los franquistas rezagados. De otro, para sujetar el ansia revolucionaria y
 rupturista de las generaciones, que habían sobrevivido a la espada de Franco. Los protagonistas institucionales del
 cambio del 78 sabían que no podían permitir que las cosas cambiaran tan profundamente como muchos querían. Se enfrentaron entonces dos concepciones distintas de abordar la sucesión de Franco. Una era la opción que planteaba la oposición, con recuperación radical de las libertades, ahogadas durante cuarenta años. Volver a la España republicana de 1931, cerrar el régimen con un paréntesis conciliador y eliminar a los franquistas más recalcitrantes. Y a quienes hubieran colaborado estrechamente con la
 dictadura, empezando por la monarquía. 
            

La otra opción no rupturista, que procedía del sistema autoritario heredado, defendía una voladura controlada del franquismo. Partiendo de las posibilidades que
 ofrecían las mismas Leyes Fundamentales del régimen. Para después, dar paso a otro modelo semejante al de los países capitalistas occidentales. En esta posición se alineaban los franquistas más evolucionados. Los llamados aperturistas. Mientras el rey, en su función de Jefe del Estado, permanecía a la expectativa. Esta era también la opción apoyada por los países occidentales, como EEUU o la Comunidad Europea, que tenían importantes inversiones e intereses en España. 
            

Pero para una evolución controlada del franquismo, era necesario sustituir la espada de la dictadura
 por un muro constitucional. Construir una pared, con la que contener las
 reivindicaciones populares más agresivas. Colocar un obstáculo consensuado y suficiente, semejante al de otros estados democráticos, que ejerciera de muro pantalla de contención, que tuviera una mejor apariencia y decencia política formal, que las llamadas Leyes Fundamentales del franquismo. Con estas
 premisas, la Transición la hicieron los antiguos franquistas. Incluidos algunos exministros como Fraga
 o Suárez. Y la pactaron o aceptaron los principales partidos y sindicatos, que habían estado proscritos durante la dictadura. Fue, por tanto, una transición acordada y mezcla de realismo, miedo y oportunismo. Con estos ingredientes, la
 Constitución se redactó como un acuerdo o un arreglo. No como una ruptura. 
            

Esta pared sustituyó al franquismo, en 1978. Sin embargo, casi cuarenta años después, los problemas que quedaron pendientes entonces, o cuya solución se quiso aplazar, están volviendo a la superficie. Amenazan con superar las barreras que plantó el texto del 78 y desbordar aquella filosofía del consenso, impuesta por los partidos mayoritarios. Porque “democracia constitucional”, hoy no es equivalente a “democracia participativa”. Sino que a veces, muchas veces, se le opone. Con el agravante añadido de que una parte notable de los hoy censados como españoles, ni siquiera había nacido entonces. Y otros muchos no tenían suficiente edad para votar y participar en la vida política. Y este asunto es serio. Mucho más de lo parece importarles a los parlamentarios, que aborrecen o tienen miedo a
 los cambios constitucionales. 
            

Sin derecho a voto 

Uno de los aspectos más llamativos de la situación actual es precisamente que la democracia constitucional del 78 se opone, en el
 caso español, a una verdadera democracia participativa. Entre otras cosas, porque no ha
 sido votada por los nacidos después de 1960. Desde entonces hasta hoy, hay 16 millones más de personas en el censo. Esto supone que un alto porcentaje de los bloqueados
 por el muro, nunca ha tenido la posibilidad de pronunciarse sobre el marco político, social o económico. De hecho, no ha tenido oportunidad de votar la ley más importante del Estado. A lo que hay que sumar, otra parte importante, que ya
 rechazó en su día la Constitución. 
            

Desde este punto de vista, podemos decir, que la realidad política formal de España es la de una democracia constitucional, pero no participativa. Los
 constitucionalistas, naturalmente, están contentos y conformes con su Constitución. Algunos afirman incluso sentirse orgullosos de ella. Y, en todo caso, no
 tienen ninguna intención de cambiarla, ni siquiera reformarla. Ya que con ella han nacido y se han
 acomodado política y profesionalmente. 
            

Este trabajo es un análisis histórico de lo que fue el franquismo. O quizá habría que decir, los franquismos. Y de cómo fue sustituido, tras un periodo corto y apresurado, llamado Transición, por otro régimen que bloqueaba muchas de las aspiraciones populares del pueblo español. Utilizando formas y modelos menos agresivos o excluyentes que el anterior.
 Pero igualmente negativos, desde el punto de vista de una democracia real, que
 por ahora sigue impedida por la pared de la democracia constitucional, fechada
 en 1978. 
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2. EL FRANQUISMO (1939-1975) 

Un legionario gobierna España 
            

Franquismo es el nombre que recibe, en la historia de España, el régimen del general Franco. Casi cuarenta años de mandato, que representan el gobierno personal de mayor duración en la historia de España actual. Así como una concentración de poderes, en lo político, militar e institucional, muy difícil de encontrar en la Europa contemporánea. Donde, según algunos, habría que remontarse a Napoleón para dar con un ejemplo semejante. Aunque se puedan distinguir, a lo largo de
 estos años, fases y formas distintas en la trayectoria franquista, estas dos características fueron fundamentales. Su larga duración y la concentración de poderes, que rozaba el absolutismo. Son rasgos que aparecen, también, en otras dictaduras del s. XX. Pero en el caso de Franco su consistencia y
 duración los hicieron excepcionales y abrumadores. 
            

Algunos de sus biógrafos (R. de la Cierva) creen que África y la Legión fueron dos experiencias determinantes en el carácter, la carrera militar y el comportamiento político posterior de Franco. Uno de sus destinos más importante fue el encargo de poner en marcha las primeras unidades de
 legionarios, bajo el mando de Millán Astray. Este encargo, en el Tercio de Extranjeros de la Legión, contribuyó a endurecer su carácter. Así pudo darse a conocer por las acciones de las banderas bajo su mando, después del llamado desastre de Annual de 1921. Luego, entre 1923 y 1929, con el golpe
 de Primo de Rivera, su participación en el desembarco de Alhucemas tendría como resultado el ascenso a general del futuro dictador. Posteriormente pasaría a dirigir la Academia General de Zaragoza, desde donde anotó cuidadosamente los errores cometidos por el directorio militar. 
            


Franco aprendió política en la debilidad de las dictaduras de Primo de Rivera y Berenguer, que
 precedieron a la República de 1931. Al mismo tiempo, que se entusiasmaba con la ideología totalitaria del fascismo, entonces emergente en Europa, y que en España confesaban grupos como Falange, las JONS, etc. Enseguida supo que la clave de
 la duración en el mando estaba en la dureza política con el adversario y en el acaparamiento táctico de poderes. Tal vez por eso, Franco fue el Jefe por antonomasia. Era Jefe
 del Estado y Jefe del gobierno. También asaltó el partido y se convirtió en el Jefe del partido único. Partido que a su vez controlaba el único y obligatorio sindicato: La CNS o Central Nacional Sindicalista. Además, de acuerdo con los Estatutos de FET, Franco como Jefe del partido sólo era responsable de lo que hacía “ante Dios y ante la Historia”.




Pero sobre todo, era el jefe supremo de las Fuerzas Armadas. Por encima de
 cualquier otro general o mando. Franco se salía de cualquier escalafón. Tanto que hubo que acuñar el super-título de Generalísimo de los ejércitos, para denominarlo por encima de todos los demás. Paralelamente, los ideólogos del régimen elaboraron una teoría sobre el providencialismo histórico y el caudillismo del líder, que se correspondía con personajes como el Duce, el Führer o los emperadores de la antigüedad. Finalmente, Franco sería alabado y designado “Caudillo de España, por la gracia de Dios”. Con la conformidad total de la Iglesia católica, y de acuerdo con lo que decían las monedas y repetía incansable, la propaganda del régimen. 
            



Franco era el primero en creer que algún tipo de designio divino, facilitaba su acción política, aunque su base fuese exclusivamente militar. Como militar africanista diseñó, junto a Millán Astray, la legión española. Y, como militar, se educó en la severidad de una guerra cruel de desgaste y desastres, en el Rif. Desde África, Franco aprendió también a menospreciar y odiar a los políticos. Presuntamente culpables de la caída del imperio, desde Cuba en 1898 hasta Annual en 1921 y responsables absolutos
 del desprestigio internacional de España. Como sus compañeros de guerra y uniforme, hubiera firmado entonces el conocido sarcasmo: “la política es demasiado importante como para dejarla en manos de los políticos”. En África, el futuro dictador maduró su pensamiento intervencionista, asumiendo la necesidad de participación militar en la vida pública. Algo habitual en la política española desde el s. XIX, donde eran los militares quienes podían, y sobre todo debían, arreglar los desaguisados imperdonables de los políticos. El reflejo de estos supuestos estaría en el importante número de militares que pertenecieron a sus gobiernos o estaban en puestos claves
 de la administración del Estado. Sobre todo, en las primeras épocas. Junto a esto, su sentido providencialista de la historia le indicaba
 también el papel que los ejércitos deben cobrarse. No sólo en la defensa de las fronteras, sino especialmente como Ejército-Policía, en el orden interno de cada país. 
            


Como jefe de gobierno, Franco cocinaba una mezcla minuciosa y equilibrada de
 ministros en sus gabinetes. También nombraba al presidente de las Cortes e intervenía, más o menos directamente, en las elecciones de altos cargos militares, sindicales,
 etc. Incluso los obispos y los rectores de universidad tenían probados motivos para agradecerle su designación. Todos, o casi todos, debían su puesto (directa o indirectamente) y el buen fin de sus carreras
 profesionales, a la mano protectora de Franco. Prácticamente nada se escapaba a su dictado y al de sus ayudantes, consejeros,
 ministros o colaboradores más cercanos. Con quienes departía diariamente y no se atrevieron nunca a tomar iniciativa alguna, sin contar con
 él. Mucho menos a contravenir ningún resquicio de su voluntad. Nadie se atrevió a decir a Franco, nada que este no quisiera escuchar. 
            

Muchos de los que han estudiado el franquismo, identifican estas actitudes y la
 praxis habitual franquista, con un intervencionismo patológico, procedente de su formación militar, y su rechazo obsesivo de la clase política. También con una desmesurada ambición personal. Propia de un carácter acaparador, procedente de algún complejo de inferioridad personal. Otros simplemente, creen que era producto
 de una desconfianza enfermiza hacia los demás. E incluso del miedo a ser traicionado por sus allegados. Todo ello unido a un
 cinismo y crueldad insuperables, en el tratamiento de los incidentes más leves, que era deudor de su etapa de legionario inmisericorde. 
            

La iconografía franquista retrataba al dictador insistentemente vestido de general. Con una
 espada al cinto y con una gorra militar de plato. El pecho lleno de medallas y
 un tímido bigotillo, que desde entonces se identificó con el carácter militar del régimen. Sin embargo, Franco, cuyos méritos de campaña son discutidos por muchos, fue durante su gobierno un hábil político. Aunque su triunfo se debió, casi en exclusiva, al beneficio de la guerra o al ejercicio de una ambición ilimitada. Lo cierto es que también supo jugar las bazas políticas que el resultado de la contienda le puso en bandeja. 
            


Franco, que ostentaba en primera persona todos los poderes políticos y militares posibles, sin presentarse a ninguna elección, fue sin embargo elegido para hacerlo. Lo fue una sola vez. Pero fue
 suficiente para apoderarse de modo vitalicio de los poderes que se pusieron a
 su alcance. Sus camaradas de armas, los generales miembros de la Junta militar
 que dirigían el Alzamiento del 18 de julio, le designaron no sin alguna desconfianza para
 dirigir las operaciones militares. Y luego, en teoría, para devolver el poder a los civiles. Sin embargo, desde octubre de 1936,
 fecha de esta elección, ya no hubo forma de impedir o discutir su permanencia en el mando. Se ha
 escrito que el general Cabanellas (monárquico) testigo y participante en aquella reunión, afirmó entonces: “No sabéis bien lo que habéis hecho. Yo le conozco bien, porque lo he tenido bajo mi mando en África... Si le dais el poder, creerá que es suyo, y no lo abandonará jamás”.



Franco fue elegido, en un recinto cuartelero de Salamanca, para dirigir y
 encauzar la estrategia militar de una sublevación, que no acababa de encontrar el rápido final que sus promotores se prometían. La resistencia republicana y popular había convertido lo que se presumía un golpe de Estado, en una larga guerra de trincheras y desgaste. Para la que
 no estaban preparados los cuerpos expedicionarios africanos, que asaltaron la
 península el verano de 1936. Como consecuencia, los poderes castrenses otorgados a
 Franco por sus conmilitones, se extendieron de hecho a la vida política e institucional de los territorios conquistados, también llamados Nuevo Estado. Como condición imprescindible y exigida por el nuevo jefe, para ganar una guerra y mantener
 la victoria hasta más allá de la insoportable postguerra. 
            

Diferentes autores insisten en subrayar el carácter de Franco, como el de un estratega militar que planteaba las batallas políticas como si fueran sangrientos encuentros militares. En esto, Franco resultaba
 insuperable, gracias a la formación juvenil en la Legión y en la dura guerra africana. Donde aprendió y ejercitó la crueldad y la venganza con el enemigo, al que habitualmente no se dejaba
 escapar con vida. De modo que, una primera caracterización global del régimen de Franco podría ser perfectamente la de la dictadura de un legionario. Oportunista y hábil, que sabía modular tiempos y decisiones, o se adaptaba, si era necesario, al cambiante
 escenario interno y externo. Aunque no siempre a gusto de todos. 
            


Cánticos y vestimentas



Desde el plano político, el franquismo fue una dictadura personal, que aprovechó uno de tantos momentos excepcionales de la historia. Precisamente al final de
 la larga recta del desastre colonial y el retraso económico o social español respecto a Europa. El descontento social y político, de los años treinta, permitió al régimen apoyarse en un movimiento sociológico reaccionario, integrado por la burguesía y las clases medias altas, emergentes durante la crisis. De modo que abortó las posibilidades de una evolución a la madrileña, mezcla de república y de progreso, de liberalismo y socialdemocracia. A la que parecía apuntar, en su corto recorrido, la República de 1931. Para ello convirtió lo que, en principio, se había diseñado como un golpe militar en los cuarteles, en una sangrienta guerra de desgaste
 y venganza. En la que sucumbieron las pocas posibilidades que tenían comunistas o anarquistas. Y se malograron las expectativas de los grupos
 socialistas o neoliberales de modernizar la Castilla de Machado, cerrando para
 siempre el cofre del Cid. 
            

Desde otro punto de vista, el franquismo fue también el régimen de la unidad de España, consolidando la centralización absolutista de los gobiernos de la Restauración monárquica. Y liquidando sumariamente las pretensiones nacionales de Euskadi,
 Catalunya o Galiza. La clase obrera, los sectores liberales y progresistas, con
 las aspiraciones independentistas de los territorios ocupados, fueron
 derrotados sin condiciones. Primero en las trincheras y después en la férrea disciplina política de postguerra. De este modo, quedaron aparcados durante decenios algunos de
 los movimientos sociales que, sin embargo, iban a resucitar tras la desaparición de la dictadura. 
            

Hasta la derrota del fascismo en Europa (1945) no hay duda sobre la filiación oficial del franquismo. Sobre sus pretensiones y la imagen que quería dar en sus formas políticas, en sus leyes y estructuras. Su legislación prohibitiva, su puesta en escena paramilitar, su retórica y su estilo ideológico totalitario estaban en la misma línea que cualquiera de los sistemas autoritarios emergentes, y a veces
 dominantes, en Europa. Su vestimenta y sus cánticos, sus uniformes o consignas procedentes de la escenografía falangista, eran efectos especiales clonados de los fascismos italiano y alemán, que constituyeron el mejor punto de referencia de un régimen, que hasta la derrota de 1945, buscó encaramarse a la parafernalia del fascismo europeo. 
            

La ideología política, oficial y legalizada del fascismo español era el nacionalsindicalismo. Es decir, el fascismo visto a través del programa de Falange-Movimiento. Con algunas aportaciones del catolicismo
 tradicional y bajo el control fáctico de los sectores capitalistas conservadores. Estos fueron el grupo de presión mejor organizado, en el nuevo partido creado por el decreto de unificación de 1937, y tenían conexión directa con la línea de mando ejercida por el dictador y sus colaboradores más cercanos. El nacional-sindicalismo, como vía nacional española al fascismo, presentaba rasgos propios. En algunos casos contradictorios,
 como la confesionalidad religiosa, la integración explícita de la burguesía o los terratenientes en sus cuadros dirigentes o la unión forzosa con otros partidos (carlismo). Rasgos que no tenían otros fascismos europeos y que la primera Falange había rechazado en su programa fundacional (1933). 
            

Antes de 1945, estas diferencias y sus posibles contradicciones se trataban de
 disimular. La propaganda oficial buscaba una homologación con los fascismos europeos, más allá de cánticos y vestimentas. Se intentó un alineamiento con los nuevos órdenes políticos, hasta que la evolución de la guerra aconsejó algunos retoques sobre la marcha. Después de la victoria de los aliados, la acomodación a las nuevas circunstancias internacionales obligó a desarrollar una peculiar democracia orgánica de inspiración fascista, convertida en una vía propia al fascismo. Que fue, contra todo pronóstico, lo que funcionó realmente en la práctica política e institucional durante cuarenta años. La democracia orgánica se justificaba por su base popular-estamental, que en opinión de los teóricos fascistas era más perfecta y representativa que la democracia burguesa, basada en el voto
 individual y en la acción política partidista. Los pilares sociales en que se apoyaba la democracia orgánica eran instituciones de pertenencia e integración natural de los individuos. La familia, el municipio o el sindicato, eran para
 los ideólogos franco-falangistas los estamentos que mejor representaban los intereses
 ciudadanos, por su carácter universal y obligado para todos.



Durante los años del tardofranquismo y la transición, la definición política del régimen fue objeto de debate entre analistas, políticos e historiadores. Javier Tussell, en su libro La dictadura de Franco, ofreció un resumen comentado sobre las principales posiciones acerca de esta cuestión. Entre ellas, la de Juan Linz, un sociólogo que fue uno de los primeros en dedicar un texto a esta definición. Linz calificaba al franquismo como “régimen autoritario”, en el que existiría un cierto pluralismo, integrado por familias políticas que ejercían un determinado modo de presión sobre el poder. E influían en algunas ocasiones en las decisiones políticas. Incluso del propio dictador. Linz cree que la personalidad de Franco
 prestaba a su régimen una peculiar indefinición ideológica, que se caracterizaba por una escasa movilización social, con aceptación pasiva de la mayoría de los ciudadanos y donde el poder era ejercido por una sola persona. Por lo
 que muchas veces este ejercicio era claro y previsible. La definición de Linz fue asumida, en parte, por el hispanista Guy Hermet que definió al franquismo como “una sucesión de formas autoritarias conservadoras”, con una base social que tenía poco que ver y carecía de puntos comunes con los que se atribuyen al fascismo. 
            


Frente a estos criterios, Martinez Alier opinaba que la aparente pasividad
 social estaba provocada por la represión y el fatalismo político. Lo que Linz calificaba de pluralismo político. Según M. Alier, el franquismo era en realidad la dictadura de la burguesía más conservadora, camuflada como dictadura personal, donde el supuesto pluralismo
 no alcanzaría más allá de dos o tres familias políticas. Otro autor, J.F. Tezanos, cree también que este supuesto pluralismo fue solo la expresión política de las facciones tradicionales de la derecha española, y que la desmovilización estaba inducida por el miedo que el régimen infundía con sus severas formas policiales y judiciales. En general, todos los críticos de Linz convienen en que no debe desestimarse el calificativo de fascista
 para el régimen, aunque sea para aspectos o épocas concretas. En especial, el historiador Tuñón de Lara o el politólogo Ignacio Sotelo acusaron a Linz de querer maquillar y absolver al
 franquismo. 
            


Escribe Tuñón: “se quiere utilizar el término autoritarismo para hacer menos sospechoso al régimen, pero hay que hablar de fascismo, cuando el totalitarismo es de derechas y
 representa el poder de las clases hegemónicas, cuando trata de mantener las posiciones de una oligarquía explotadora y cuando buscando una salida favorable para la crisis de las
 clases dominantes, se presenta como solución a la misma”. Tuñón advertía también, que la vía fascista neta de los primeros años se interrumpió, no por la voluntad expresa de los gobernantes, sino por “la resistencia de la sociedad y por el cambio fundamental en el entorno europeo”. Añadía que, cuando más adelante parece haber un cierto pluralismo relativo, se trataba en realidad de
 la expresión de las contradicciones internas en el bloque dominante. Con Tuñón coincide Fontana, quien estima que el verdadero franquismo es el de sus
 inicios, siendo la mejor forma de conocerlo el estudio de la estrategia
 socio-económica de sus primeros años, favorable a una polarización de rentas en favor de la oligarquía. 
            





Francolatría 

El franquismo fue la dictadura personal de un militar de características conservadoras o reaccionarias. Ayudado y sostenido por distintas fuerzas
 políticas del mismo signo. Pero al mismo tiempo, también fue un régimen pragmático, capaz de calculados movimientos o retoques que consiguieron alargar su
 vida. Fue un régimen práctico y oportunista. Fascista cuando el fascismo dominaba en Europa,
 anticomunista y católico en la guerra fría, y tecnócrata en los años del desarrollo material europeo, entre la constitución del Mercado Común y la crisis de 1974. 
            

En los años cuarenta lo importante era la creación de un nuevo Estado en un orden nuevo, diseñado en Italia y Alemania, que se enfrentara tanto a la amenaza comunista como a
 la corrupción e ineptitud liberal. En los cincuenta, el problema del régimen era su reconocimiento por los aliados vencedores de la guerra o por las
 instituciones internacionales, sin por ello dejar de ser una dictadura. En los
 sesenta, la cuestión fue mantener la eficacia en el desarrollo económico, como compensación a las carencias políticas y sindicales. Alardeando de ser el régimen que había llevado a España de una guerra necesaria a una paz próspera. De las trincheras al desarrollo. En cada momento histórico, el franquismo se presentaba como la mejor alternativa a la cambiante
 situación internacional, intentando equilibrar las presiones internas y externas. A
 pesar de lo cual, mantuvo legalizados y en potencia, muchos elementos del
 fascismo. Más como arma contra la oposición, que como voluntad política de formalizar un verdadero fascismo, que ya había sido derrotado irreversiblemente en Europa. 
            

Franco personalmente no era fascista. Aunque tampoco lo necesitaba. Asumió algunas de las formas y parafernalias públicas del partido, pero siguió siendo un militar autoritario, ambicioso, católico integrista, tradicional y astuto. Estaba convencido de que España se podía, y debía, gobernar como un cuartel. Con disciplina productiva, rancho, desfiles
 militares y fiestas religioso-patrióticas. No pocos de sus súbditos estaban convencidos de lo mismo. Vanidoso, inculto y supersticioso,
 terminó creyéndose las teorías sobre su providencialismo histórico. Inventadas por los ideólogos del nacionalcatolicismo. Luego, como cualquier dictador, acabó obsesionado por sus enemigos, que al final eran muchos y estaban por todas
 partes. 
            

Uno de los rasgos más aparentes de cualquier fascismo es el totalitarismo, como vocación política y social, llevado a la práctica mediante un intervencionismo extremo del Estado y del partido. El fascismo
 se enfrentaba, en este campo, al liberalismo doctrinal y a su desidia
 intervencionista. Propugnando la presencia del Estado y del partido en la
 totalidad de las instituciones políticas, sociales, económicas, sindicales, culturales, etc. El fascismo totalitario se caracteriza por
 la intención confesa de acaparar, a través de la acción institucional o partidista-sindical, todos los espacios de la vida nacional,
 con intervenciones que permitan controlar no solo lo económico y social, sino la educación, el arte, la cultura, el deporte, etc. La coartada del estado fascista para
 justificar esta intervención sumaria es que se considera el mejor intérprete del interés general. El depositario de los valores de la raza o la nación, junto a la defensa del Estado, y sobre todo, en los años de su nacimiento, el árbitro imprescindible para evitar la lucha “fratricida” de clases, que dañaba o perjudicaba directamente la producción. Es decir, el avance material de España, sobre todo, de su burguesía. 
            

La mejor táctica para conseguir estos objetivos era la militarización permanente del Estado y del partido. En este supuesto, el caso español era el mejor paradigma al contar con un general en la Jefatura del Estado y
 del partido. Además de un importante número de militares en puestos claves del gobierno y la administración. Un estado totalitario, es por definición intervencionista. Como tal, no tolera la injerencia ni la competencia de otros
 estamentos, en el ejercicio del poder. Por eso, las instituciones permitidas
 como el Sindicato único y la única Iglesia, eran vistas como meros colaboradores de esta misión totalitaria del Estado fascista. 
            

En el fascismo, el partido juega un papel instrumental decisivo. En Alemania o
 Italia, fue la plataforma para la toma del poder. Estando presente en la vida
 política, social, laboral o cultural de modo más intenso que en el caso español. Además, el partido fascista era un partido armado y estructurado de forma
 paramilitar, preparado para actuar con violencia, y si fuera necesario,
 coaccionar o eliminar al adversario político y sindical. En el apartado militar, el fascismo en cambio toleraba la
 existencia de un Ejército dirigido por profesionales, aunque controlados políticamente por comisarios del partido. El partido fue elemento clave activo en el
 ascenso al poder del fascismo en Italia y Alemania. Su fuerza y organización se utilizaron, además, para controlar al Estado o sus instituciones, así como para su posterior defensa. Hitler o Mussolini fueron jefes del partido
 antes que jefes del Estado. 
            

En el caso español, en cambio, el partido tuvo un papel político y social menos relevante. La toma del poder la realizó una facción del Ejército, apoyado política y militarmente por los sectores sociales más conservadores, y con la incorporación adyacente de Falange, las JONS, el Tradicionalismo, etc. Durante la dictadura,
 el Ejército, poco controlado por el partido, siguió siendo la principal fuerza fáctica del régimen. Los falangistas o los carlistas, unificados forzosamente desde 1937,
 tuvieron un papel menor restringido a los años de guerra y postguerra. Es cierto que Falange estaba organizada en forma
 fascista desde su fundación. Y que sirvió como eficaz caja de reclutamiento militar durante la guerra. También se instaló en el sindicato vertical, como premio de consolación. Pero eran Franco y los militares, sus hombres de confianza, quienes
 controlaban los aparatos del nuevo partido decretado en abril de 1937. La
 unificación con el carlismo y la reconversión de Falange en Movimiento fueron claves en la desactivación política del falangismo. Pero sobre todo, lo fue la autodesignación de Franco como Jefe del nuevo partido (FET y de las JONS). Convirtiéndose de hecho en sucesor de José Antonio y usurpador del mando del carlismo. 
            

El franquismo y sus gobiernos nunca fueron controlados por el partido. Lo cierto
 fue que, en Italia o Alemania, el jefe del partido tomó el Estado. En España fue el Jefe del Estado quien se apoderó del partido, según observó, acertadamente, el historiador hispanista Raymond Carr. Una vez que Franco
 controló el aparato de Falange, las escuadras fueron desarmadas o desactivadas en lo
 militar. Se reafirmó el papel político del Ejército como vencedor de la guerra. Los falangistas y requetés más activos fueron integrados bajo mando militar y después de la guerra, depurados o burocratizados, reducidos a puestos subalternos
 sindicales, colocados en Juntas de Abastos, en diversos puestos ministeriales,
 etc. La violencia residual de las escuadras fue perseguida, como en el caso del
 atentado de Begoña (1942). En el que dos falangistas fueron condenados a muerte por atentar
 contra el ministro de defensa, el tradicionalista general Varela. 
            

El franquismo fue una de las dictaduras menos sometidas a otro poder que se
 conocen. Por encima de Franco no había ningún poder. Pero también es cierto, que tuvo muchos poderes y apoyos interesados y pactos, más o menos explícitos, sin los cuales es impensable su larga duración. Desde la casa real a la oligarquía, que habían visto peligrar gravemente sus intereses durante la República, todos colaboraron alguna vez y de distinto modo en fomentar la francolatría, que presidió las relaciones políticas oficiales y no oficiales, durante casi cuarenta años. 
            

Estos aspectos y las distintas fases de aplicación del totalitarismo franquista, se reflejaban también en el lenguaje y hasta en la vestimenta oficial de los representantes del
 Estado, empezando por el propio Franco. En sus primeros años, el lenguaje político del régimen procedía de la retórica falangista. Era radical, populista y mezclaba términos conservadores con las proclamas revolucionarias de Falange. El forcejeo
 sordo entre el capitalismo viejo y el nacionalsindicalismo, como tercera vía, se encontraba sumergido en los debates políticos. En algunos discursos en las Cortes, o en la prensa y radio de cada facción, podían oírse o leerse confusas y encontradas manifestaciones, presididas por los
 discursos oficiales del mismo Franco. Este panorama, heredado de los años treinta, estaba férreamente controlado por la Jefatura del Estado y sus consejeros políticos. 
            

No obstante, Franco dejó pronto de utilizar algunos conceptos y vocablos, que se colaban en sus primeros
 discursos propagandísticos. Dejó de hablar de revolución, a la vez que se suprimía la obligación del saludo fascista. Sus alocuciones se alejaban de la jerga falangista, al
 mismo tiempo que las camisas blancas sustituían a las azules, en la vestimenta cuasi oficial del régimen. Aunque se recuperaba ritualmente, en algunos aniversarios, la terminología de los primeros años, se confinó para los ministros más afines al partido, los llamados “azules” o se dejó para los aniversarios y las concentraciones paramilitares de Falange. Sin
 embargo, la retórica fascista del régimen quedó plasmada y vigente en la letra de algunas leyes fundamentales, hasta más que mediada la dictadura. Permaneció en el programa de Falange (1934) o en el preámbulo del Fuero del Trabajo (1938). Este último suprimido en 1966, por su estridente lenguaje totalitario. 
            


Franco mató a Falange



Se dice que el franquismo no fue un Estado de derecho. En el sentido y con todas
 las trampas que se quiera dar a esta expresión. Pero sí fue un Estado con derecho. Aspecto en el que no tiene mucho que envidiar, en
 cuanto a producción legislativa, a cualquiera de las democracias “de derecho”. La esencia legislativa del régimen se apoyaba en siete leyes fundamentales, que más o menos unidas, constituyeron una especie de férrea Constitución. El franquismo, adoptando un comportamiento legislativo fascista, rechazó expresamente formular una única Ley constitucional, a partir de la cual desarrollar su institucionalización y programar su democracia orgánica. De modo que no tuvo una Constitución, sino siete, que se ocupaba cada una específicamente de un campo legislativo, aprobado sobre la marcha, a medida de las
 necesidades o las presiones que recibía la dictadura. Con lo cual se construyó un modelo oportunista, que permitió diversas adaptaciones, sin necesidad de retocar el fondo. Además, este sistema, muy disperso, facilitaba el mando personal y arbitrario de
 Franco. 
            

 Las leyes fundamentales tuvieron distinta procedencia, forma de emisión y cronología dispar. Dos de ellas fueron aprobadas en discutidos referéndums. Otras en las Cortes. Algunas simplemente fueron promulgadas como tales en
 el BOE, con la firma del dictador, para evitar así los disgustos y molestias de una discusión pública. Además, en el periodo que podemos llamar programático y fundacional del Movimiento (1937-1938) es decir en plena guerra, fueron
 emitidas otras leyes. La primera era en realidad la elevación a Ley del Movimiento, del programa de Falange. Los llamados 26 puntos que,
 aunque databan de 1934, fueron legalizados en abril de 1937 en el Decreto Ley
 de Unificación. 
            

La segunda Ley programática fue el propio Decreto que, además del programa de Falange, incluía disposiciones decisivas. De un lado, la creación de un híbrido antinatura entre falangistas, sindicalistas y carlistas, que se denominó FET y de las JONS. Donde la “T” quería decir “tradicionalista”, por el carlismo. Las JONS, por su parte, eran las Juntas de Ofensiva Nacional
 Sindicalista. Un sindicato sociopolítico fascista, absorbido en el activismo de Falange. La otra novedad importante
 fue la incorporación a este nuevo partido del propio Franco, en calidad de Jefe. Y por tanto
 sucesor espúreo de José A. Primo de Rivera. 
            


No todos apreciaron el decreto de unificación, con el prisma castrense y de estrategia de unidad militar, que guiaba a sus
 promotores, algunos leyeron la “T” de tradicionalismo, como “T” de traición. Entre estos, los propios carlistas, descontentos con la forzosa supeditación a sus adversarios, que no enemigos, con los que les separaban algunas cosas.
 Otros, los principales dirigentes de Falange con Hedilla, el sucesor natural de
 José Antonio a la cabeza, se presentaron en el cuartel de la Junta presidida por
 Franco en Salamanca, con la vana pretensión de anular la unificación. No lo consiguieron. A cambio fueron detenidos, destituidos y condenados a
 muerte, acusados de rebelión militar. Luego indultados y desterrados. Nunca volvieron a recuperar sus
 puestos de mando en el fascismo español. Según la versión de los hedillistas y otros joseantonianos, más o menos puros, en aquellos días se perdió para siempre la oportunidad de la verdadera Falange. Hedilla escribirá más adelante, refiriéndose a los episodios de Salamanca de abril de 1937: “Franco mató a Falange y los muertos no resucitan”.



Otras leyes del periodo inicial del régimen fueron las dirigidas contra los enemigos. Dentro de la legislación de combate, de los primeros años, se puso en marcha la Ley de Responsabilidades Políticas (1939) o la de Represión del Comunismo y la Masonería (1940), así como la Ley de Seguridad del Estado (1941). Todas ellas estaban inspiradas en
 la forma en que el régimen trataría a los vencidos de la guerra. Fueron las bases jurídicas de un sistema represivo, aplicado sin contemplaciones a cientos de miles
 de personas. A quienes eran miembros, militantes o simpatizantes de los
 partidos, sindicatos y otros organismos englobados como republicanos. 
            

Delito de lesa patria 

Además de estas leyes y de las normas, o leyes fundacionales del Movimiento, en 1938
 se promulgó la primera de las llamadas Leyes fundamentales. El Fuero del Trabajo, que
 contenía el programa socio-económico del régimen, fue directamente asesorado-consensuado por los consejeros italianos
 fascistas que rondaban aquellos días el cuartel general de Franco, en Salamanca. El Fuero del Trabajo, que sobre
 el papel pasaría tan desapercibido para los ciudadanos como puede hacerlo hoy la Constitución, gravaba sin embargo la vida socio-económica, laboral y sindical de los españoles. Por lo demás, era una copia casi exacta de la “Carta di Lavoro” fascista, diseñando el modelo de empresa, en sus vertientes productivas y sociales, supeditando
 en lo formal el mundo de la producción al llamado interés nacional.  
            

El Fuero del Trabajo, que en la práctica se convirtió en la Carta del Capital, aseguraba distanciarse por igual del capitalismo y del
 marxismo. Una fútil pretensión del fascismo de todos los tiempos. Puesto que dejaba en manos privadas
 capitalistas la propiedad de los medios de producción y el reparto de la plusvalía, es decir, de los beneficios. Era la forma retórica que tenía el fascismo de falsear la realidad de sus intenciones. Decía distanciarse del capitalismo, pero mantenía las premisas estructurales que lo garantizaban; negaba el capitalismo liberal,
 no por sus esencias, sino por su inhibición y se ofrecía como corrector de este tipo de capitalismo sustituyéndolo por otro, igual de clasista, pero regulado y vigilado por el Estado, el
 sindicato y las autoridades políticas y laborales. 
            

El Fuero no negaba la existencia de las clases ni de la lucha entre ellas, pero
 declaraba ilegal esta última como enemiga de la producción y por tanto perjudicial para el interés nacional, que se interpretaba desde la esfera económica. En esta reafirmación capitalista, el Fuero del Trabajo proponía alcanzar la armonía social en la producción. Otro eufemismo de naturaleza fascista, según el cual el objetivo de empresarios y trabajadores era producir en armonía, para evitar cualquier daño a la producción, que por este argumento se convertía en producción nacional. Esta improbable armonía estaba inspirada en el supuesto de hermandad productiva, que el falangismo
 quería ver en los gremios y corporaciones medievales, de las que desconocía ampliamente sus propios problemas y luchas sociales internas, presentándolas como modelo histórico de hermandad y armonía. 
            


La producción, definida de rango nacional por el Fuero, imputaba la categoría de delito a los esfuerzos y protestas obreras, por conseguir alguna mejora en
 su situación laboral o salarial. La huelga, el absentismo o el sabotaje productivo se
 calificaban como “delitos de lesa patria”, atentados graves contra la nación y el Estado, que la interpretaba en exclusiva. Los trabajadores, acusados de
 este “delito”, podían ser castigados sumariamente por las leyes y los delegados del gobierno, los
 llamados gobernadores civiles, que eran los comisarios políticos del régimen en cada provincia. 
            



Literalmente la Declaración XI del Fuero del Trabajo decía “La producción nacional constituye una unidad económica al servicio de la Patria”. Aunque esto pueda parecer hoy un túnel del tiempo, estuvo en vigor hasta finales de 1978. Se trataba, como decimos,
 de la programación fascista de la producción que perjudicaba notoriamente a los trabajadores y facilitaba la acumulación de beneficios de las grandes empresas, quienes de esta manera resultaron ser
 las más agraciadas y agradecidas por el resultado de la guerra así como por la economía de postguerra, que produjo su enriquecimiento gracias al negocio de la
 reconstrucción material de lo destruido en el conflicto. 
            


Nacionalización del Trabajo 

El objetivo de la armonía productiva hoy puede parecer un sarcasmo. Pero en los años treinta, hubo fascistas que se lo tomaban en serio. Pensaban que era
 suficiente con apelar al patriotismo, que al parecer había funcionado durante la guerra, para que los trabajadores se olvidaran de su
 condición de tales, asumiendo sin más los intereses empresariales como suyos, creyéndose que todo lo que se hacía en el tajo, la mina, la obra o la oficina beneficiaba no a los propietarios de
 los bienes de producción, sino a la patria de todos los españoles. 
            

El Fuero del Trabajo determinó, de este modo, las líneas esenciales de un nacionalismo de la producción, luego desarrolladas en la Ley de Unidad Sindical de 1940. Según esta ley, España era un gigantesco sindicato único de productores, cuya finalidad era trabajar en armonía para lograr el desarrollo de España. 
            

A partir de este diseño, se construyó el sindicato llamado vertical, que integraba en el mismo organigrama a
 empresarios, técnicos y trabajadores, además de ser único y obligatorio, encargándose de garantizar la ausencia de conflictos y la encomienda de la producción para el engrandecimiento de la patria española. En esta utopía falangista, se incluía también un correlato lógico, pero demasiado teórico para ser verdad. La propiedad de los medios de producción debía asignarse a los sindicatos, algo que las grandes fortunas y los burgueses, que
 apoyaban a Franco, no veían con demasiado agrado, ni estaban dispuestos a consentir. Algo que, por
 supuesto, nunca ocurrió por la negativa firme que el capitalismo franquista opuso a esta ocurrencia
 falangista. 
            

Como consolación, los falangistas militantes más contemporizadores, que empezaban a convertirse en franco-falangistas,
 aceptaron el regalo patrimonial del sindicato. El partido fue el encargado de
 poner en marcha la Organización Sindical, también llamada Central Nacional Sindicalista. Es decir, el trabajo sucio pero
 importante de intentar que los obreros quedaran encuadrados forzosamente en la
 falsa armonía de la producción, programada por Falange, aunque de inspiración capitalista. Desde entonces, miembros del partido, o designados por este,
 asumieron los altos puestos jerárquicos de la Organización. También los de representación laboral directa. Aunque en las primeras elecciones sindicales de 1944, por si
 acaso, los candidatos a enlaces sindicales debían ser obligatoriamente militantes de FET y de las JONS. 
            

A pesar del habitual boicot obrero a estas elecciones, nadie podía organizarse al margen del sindicato único obligatorio y vertical. Quienes lo intentaban eran encarcelados,
 despedidos, desterrados, multados, etc. Conforme a lo estipulado por la Ley
 sindical de 1940, que excluía cualquier libertad de asociacionismo obrero. Los que tuvieron mejor suerte,
 una vez más, fueron los empresarios. Sus recursos propios y la tolerancia con que se les
 aplicaban las leyes obligatorias, permitieron a los capitalistas jugar al
 sindicalismo vertical, casi sin aparecer por el sindicato que era único y obligatorio para los obreros, pero no para ellos. 
            

Las grandes empresas y el gran capital, podía prescindir de los servicios de la Organización Sindical o de sus organismos y camuflar la defensa de sus intereses en forma
 de sociedades empresariales, que en casos como las eléctricas, la banca, las siderúrgicas, etc. actuaban como grupos de presión tolerados y alegales. Pero nunca perseguidos como sus armonizados
 trabajadores. 
            

Una docena de falangistas 

Lo curioso, o quizá no tanto, es que este Fuero del Trabajo tampoco llenó de satisfacción a todos los falangistas. Algunos disidentes, que se autodenominaban
 nacional-sindicalistas, y que esperaban un mayor control del Sindicato sobre la
 economía, no vieron en el espíritu y sobre todo en la letra del Fuero, el cumplimiento de los ideales de la
 revolución falangista siempre pendiente. 
            

Su aspiración más concreta, poner en manos del Sindicato la propiedad de los medios de producción, fue defraudada rotundamente por esta ley, amañada con la presión del capitalismo presente en el Consejo Nacional del Movimiento. Donde Franco
 había colocado por designación personal a numerosos elementos conservadores: banqueros, terratenientes,
 industriales, etc., que repugnaban a algunos falangistas y no tanto a otros. 
            

Según declaraciones de Dionisio Ridruejo, que participó en la defensa del Fuero, en este Consejo de cincuenta miembros, tan solo habría una docena de falangistas auténticos. Lo que hizo posible que, después de la promulgación de esta Ley, no hubiera en la España franquista nada, o casi nada, de lo que se contemplaba en el ideario
 socio-económico falangista. 
            

Tampoco hubo reforma agraria. Una aspiración de los años treinta entre fascistas, pero también común entre comunistas y por supuesto anarquistas. Y nunca se planteó seriamente la nacionalización de la Banca. Otra de las eternas reivindicaciones joseantonianas. Las
 propuestas sobre la propiedad de los medios de producción o su sindicación fueron relegadas y atribuidas a pretensiones comunistas. Es decir, a los
 enemigos de España. 
            

En esta mezcolanza de falso patriotismo y explotación cierta, mientras a los empresarios se les atribuía en exclusiva las decisiones sobre la producción y el reparto de beneficios, el capitalismo aceptó complacido el corsé sindical, que aspiraba, en definitiva, a liquidar cualquier reminiscencia del
 sindicalismo de preguerra, empleándose, de modo preferente, para contener las reivindicaciones obreras. 
            

Por otra parte la figura, recogida en el Fuero y copiada del sindicalismo nazi,
 consistente en colocar un representante del gobierno o del partido en las
 empresas, que hubiera podido fiscalizar o encauzar el supuesto fervor patriótico productivo, nunca llegó a instituirse, ante la fuerte oposición de la parte empresarial. 
            

El Capital, vencedor de la guerra de 1936, podía darse por satisfecho con el perfil intervencionista del Estado que actuaba en
 una sola dirección. Frenaba el ascenso y potencial del movimiento obrero de los años treinta, dejando el campo libre al disfrute empresarial del beneficio
 privado. Después de esto, el fascismo español se convirtió en franco-falangismo. Como lo ha llamado S. Payne. Empezando a moldearse en la
 dirección única de favorecer los intereses de la Banca, la industria y los terratenientes.
 En tanto que los obreros, perdedores de la guerra, quedaban a merced de las
 leyes de los vencedores. 
            


La democracia orgánica



El siguiente periodo legislativo del franquismo es el correspondiente a la
 segunda mitad de los años cuarenta. Fase de asentamiento institucional del régimen, en los años de postguerra mundial. Cuando se trataba de estabilizar el resultado de la
 contienda, institucionalizarlo y maquillarlo a los ojos de los vencedores
 angloamericanos. 
            

La supuesta victoria relámpago del Eje parecía estancada, ya en 1942, con la entrada de los norteamericanos en la guerra.
 Después del ataque japonés a Pearl Harbour y la estúpida declaración de guerra a Washington, por parte de Alemania e Italia. El capitalismo español, que sostiene a Franco, empieza a preocuparse entonces por el escenario
 previsible, ante una derrota de Hitler. Se baraja incluso, un relevo monárquico en favor del siempre bien dispuesto Juan de Borbón. 
            

Sin embargo, el régimen responderá a cualquier acoso interno y a la nueva situación internacional jugando dos de sus bazas. Por un lado, reclutando los restos del
 falangismo más fogoso, en una llamada División Azul, enviándolos al frente ruso. De este modo, se ofrecía a los aliados y al capitalismo como la mejor garantía contra el comunismo. Se trataba de una ayuda, bien medida. Se intentaba apoyar
 a la Alemania nazi, contra los soviéticos. Pero no contra los aliados occidentales, con los que Franco mantenía, cada vez, mejores relaciones sobre todo por mediación y oficio de sus industrias instaladas en la península. Las grandes empresas multinacionales, como Firestone, Babcock Wilcox o
 General Eléctrica, de capital estadounidense, que habían ayudado a Franco con donaciones y suministros industriales, ahora esperaban
 cobrarse los dividendos en la postguerra. 
            

Por otra parte, el sanedrín franquista se dispuso a remozar su fachada política de peor apariencia. Para ello se promulgará la Ley constitutiva de las Cortes, con fecha 17 de julio de 1942. Esta
 promulgación, no obstante, quedará congelada en espera de la evolución del conflicto mundial. No empezando a funcionar, en su papel de
 enmascaramiento de la dictadura, hasta marzo de 1943, después de la derrota nazi en Stalingrado. Las Cortes franquistas servirán para encauzar la conocida como democracia orgánica, sustituyendo al Consejo Nacional del Movimiento. Una especie de asamblea
 del partido único, y que desde 1937, era quien se ocupaba de los debates políticos y la legislación, que no emanaba directamente de la Jefatura del Estado. 
            

Estas Cortes franquistas, que resistieron hasta el harakiri de 1977, mostrarán la cara posible del régimen. Después de la reforma de 1967, se componían de representantes de los tres estamentos reconocidos. Los procuradores en
 Cortes procedían de los ayuntamientos, los sindicatos y las familias. Pero al principio la
 mayoría de sus miembros eran elegidos directa o indirectamente por Franco o sus
 ministros. Su estructura corporativa confesa y su composición estamental recordaban las raíces medievales. Según los ideólogos falangistas que inspiraron la teoría de la democracia orgánica (entre otros Serrano Súñer y José A. Arrese) esta composición era la más representativa de las esencias españolas y venía a ser la superación práctica de la fracasada democracia liberal. 
            

A lo largo de su historia, los miembros de las Cortes, representantes orgánicos del pueblo español, fueron en su mayoría falangistas, requetés, tecnócratas, banqueros o empresarios, además de católicos integristas, obispos, militares o funcionarios del régimen, a quienes Franco estimaba y quería premiar así su fidelidad. La reforma de 1967 supuso, en este esquema, un pequeño retoque con la entrada de los llamados procuradores familiares, elegidos
 directamente por los cabeza de familia. 
            


Españoles aforados



Para completar el entramado de la democracia orgánica, fue promulgado en julio de 1945 el Fuero de los Españoles. Con ese nombre de alcurnia medieval, el texto escondía los derechos políticos de un pueblo derrotado, señalando, al mismo tiempo, las prohibiciones que les esperaban a los vencidos. El
 telón de fondo de esta nueva Ley fundamental era, una vez más, la coyuntura internacional. La creación de las Naciones Unidas, el mes anterior, habían servido para escenificar la exclusión de Franco. Después de un cúmulo e incierto número de presiones por parte de los republicanos en el exilio, el régimen quedó fuera del nuevo orden internacional, más por su penosa relación con Hitler y Mussolini, que por su propia personalidad política. 
            

En este Fuero, una vez más, la legislación franquista repudiaba el ineficaz sistema de continuos sufragios, propio de las
 engañosas democracias liberales. A cambio, esgrimía las supuestas bondades corporativo-feudales de su democracia orgánica, a la que además asignaba, de forma reiterativa, las esencias históricas del pueblo español. Los españoles quedaban aforados con este perfil histórico y deberían sentirse afortunados por no tener que soportar el ineficaz sistema de
 partidos. Antes, ya habían sido eximidos de igual sufrimiento en el plano sindical y ahora se veían incluidos en una forma estamental de representación: familia, sindicato y municipio, que no despertó el más mínimo entusiasmo. Esta democracia orgánica, que supuestamente partía de la realidad histórica y social, desembocaba con sus mediatizados representantes en el pantano de
 las Cortes. Pantano, democracia o lo que fuese, que por cierto no empezó a desarrollarse antes de 1967, treinta años después del regreso de las banderas victoriosas. 
            

El Fuero no entraba en una definición general de la forma política del Estado. Lo que hubiera sido surrealista, en aquellas condiciones.
 Tampoco se decantaba por alguna de las existentes, eludiendo cualquier
 referencia a la monarquía, la dictadura, la república o a un supuesto régimen de transición o regencia. Situados en el limbo político de la postguerra mundial, los españoles sí sabían, en cambio, que eran católicos, porque era el catolicismo la religión oficial del Estado, cosa que no gustó del todo a las múltiples iglesias norteamericanas, a una de las cuales pertenecía Truman, el presidente de EEUU. Pero colmó de satisfacción a la columnata de San Pedro. Para ello Franco, y los que elaboraban su
 pensamiento político, se tomaron dos años de ventaja y de descanso, hasta la Ley de Sucesión de 1947. 
            

La retórica política del Fuero garantizaba la libertad de pensamiento, siempre que no traspasase
 el pensamiento propio o fuese tan participativa, que se confundiera con la
 libertad de pensamiento real. Quedaban fuera de esta ley, que era la única al respecto, las críticas destructivas, que eran todas menos las que autorizaba el gobernador civil
 correspondiente. Quedaban a salvo, por tanto, el gobierno y las instituciones
 del Estado. Sin embargo, y por si alguien se empeñaba en pensar por su cuenta, y lo que es peor escribir lo que pensaba, se
 establecía un infalible modelo de censura previa. 
            


La defensa del Estado, de su Jefe, de sus ministros y de la revolución nacional-sindicalista quedaba de esta forma a salvo. En público y en privado. Porque si este osado ejercicio de libertad de pensamiento se
 intentaba alcanzar, en la clandestinidad y se acompañaba con conspiraciones, asociaciones, reuniones y otros alborotos, el mismo
 Fuero se preocupaba de regular la suspensión de las escasas garantías, a disposición de los infractores. Estas garantías, que no existían precisamente en el medievo, ni siquiera en el español tan evocado por la nostalgia política del régimen, no eran otras que las propias de la denostada burguesía liberal. Se trataba de la inviolabilidad del domicilio o la correspondencia,
 el habeas corpus, con un plazo que habitualmente terminaba con los detenidos en la cárcel, además de un exiguo derecho de reunión reducido a 20 personas, siempre que estuviesen fuera de toda sospecha. 
            


La promulgación del Fuero de los españoles fue presentada como la apoteosis política del franquismo, cuyo titular tuvo el cuajo de presentarse como “demócrata”, en una entrevista concedida a los medios extranjeros y cortada a la medida de
 la ocasión.  
            

Se vendió el Fuero como la normalización política de una España, previamente apaciguada por la guerra, los cementerios y las cárceles. Aunque se contemplaba la posibilidad de suspender algunos artículos, o todo el Fuero, por el momento el riesgo era mínimo. En cualquier caso, los ciudadanos rara vez ejercieron los supuestos
 derechos atribuidos. En cuanto a la acción política española, se realizaba preferentemente en el extranjero o en la más estricta clandestinidad. Si alguien del “interior” presentaba síntomas de tan extraña vocación, estaba obligado a ejercitarla en el seno del Movimiento. Las “desmesuradas” posibilidades políticas que el Fuero ofrecía, hicieron posible que pasara por la historia de España, como una de las leyes más ignoradas y menos ejercidas o aplicadas. 
            


Todo ello, unido al sistema de representación política o sindical, único vertical y dirigido, impedía que alguien, incluido algún fascista despistado, pusiera en solfa la caricatura político-social que el franquismo se había ganado a pulso en una guerra inmisericorde. En definitiva, el Fuero no era el
 de los españoles, sino el del régimen. Algo bastante habitual no solo en las dictaduras personales sino también en las de bipartido. Legalizaba, grosso modo, un Estado autoritario y prohibitivo que se caracterizaba por sus
 instrumentales represivos. Un sistema de dirección única y obligatoria. Sin derechos para una oposición, que ni siquiera existía oficialmente. Pero con una agobiante reglamentación para quienes, incluso perteneciendo al régimen, fracasaban en el intento. 
            


Después de Franco… ¿qué? 
            

A pesar de todas sus artimañas, o precisamente por eso, ni la Ley de Cortes, ni el Fuero completaban del
 todo el perfil del demócrata orgánico hispano. Faltaba para ello la posibilidad de consultar a los interesados,
 en una especie de plebiscito o referéndum. Para colmar este vacío, el mismo año de gracia de 1945, se promulgó una específica Ley de Referéndum, que tenía la sana y solemne pretensión de sustituir al cansino sistema electoral de las democracias liberales. Así que la Ley suponía que los españoles estaban ansiosos de votar, pero solo cuando y, si el Jefe del Estado así lo estimaba. El Jefe, o sus asesores, así lo estimaron en dos ocasiones. Dos en cuarenta años. El franquismo no gastaba demasiado en urnas. Ni en las agobiantes campañas y pre-campañas electorales de la democracia. Por eso, Franco solo consideró que sus súbditos tenían especial interés, y por tanto deberían tener ganas de votar, en dos cuestiones. La primera, la ley de Jefatura del
 Estado (1947) y la segunda la llamada Ley Orgánica del Estado (1966). 
            

Sin duda el resultado de la segunda guerra mundial condicionó severamente la suerte del régimen. No sabemos si a Franco le hubiera ido mejor con una victoria ítalo-alemana. No es seguro. Lo que sí sabemos es que le fue muy bien con los aliados y que en 1947 la suerte estaba
 echada. La derrota del fascismo en los campos de batalla fue paralela a su
 desprestigio en el campo político. Franco hizo de la necesidad de cambio, la virtud de nuevas alianzas como
 demócrata orgánico. El régimen se fue camuflando, muy poco y muy sobre la marcha. Sin aflojar los
 candados esenciales trataba de mejorar su aspecto externo. Sin necesidad de
 apartarse, en lo sustancial, del régimen monocromo de Franco, se reconvirtió en reino. Franco hubiera podido ser un dictador dinástico, tipo Napoleón. Podía haber engendrado una sucesión propia. Pero, además de no tener hijos, recibió suficientes presiones o consejos como para variar el rumbo inicial de las
 previsiones y deseos de sus más incondicionales. 
            

En julio de 1947, una nueva ley resolvió las incertidumbres y las precariedades sucesorias del caudillo. Para el que
 nadie podía ofrecerse como digno sucesor. Un régimen basado, fundamentalmente, en una dictadura personal siempre padece un
 debate sucesorio, y el franquismo, que como las demás dictaduras se consideraba irrepetible, no fue menos debatido ni menos tajante.
 Por eso, y para cortar las especulaciones sobre un franquismo sin Franco, se
 promulgó la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado. La Ley era otra obra maestra del carácter del dictador, de su aceptación condicionada de los monárquicos, de su rechazo a las pretensiones del carlismo o del falangismo, y sobre
 todo, de su apego personal al poder.  
            


Las inquietudes sobre un después de Franco, quedaron saldadas poco a poco mediante negociación con la casa real y la atribución del poder vitalicio al dictador. Después, a pesar de los diez años que tardó el régimen en definir su sucesión, esta tuvo la virtud bastante previsible tratándose de Franco de no contentar más que al dictador mismo. El preocupante, por lo que representaba de pasividad
 opositora, y porque adelantaba la condición vitalicia del régimen, “Después de Franco... qué?”, formulado por Carrillo en los años sesenta, se saldó desde el régimen con un lacónico: “Después de Franco, el franquismo...”, es decir, las instituciones creadas por Franco, y entre ellas la Corona “instaurada” (el verbo instaurar, fue preferido a restaurar) por el régimen del 18 de julio, con el sucesor monárquico, elegido también por el dictador. 
            


Esta ley de 1947 constituyó un pilar fundamental para la solución, encontrada tras largos años de forcejeo entre bastidores, con empujones de carlistas, falangistas y monárquicos Borbones. Habida cuenta que la oposición no existía o estaba encarcelada y que el Ejército era fiel y agradecido a su generalísimo, Franco pudo tomarse esos diez años de reflexión, antes de someter al sufrido pueblo a elegir entre lo malo y lo peor. La
 consulta del 6 de julio de 1947, a pesar de que dio con los huesos y los
 ideales de algún opositor en la cárcel, constituyó un rotundo éxito para la política gubernamental de desarme de enemigos. En su organización con recuento hizo sus primeras armas políticas Luis Carrero Blanco, que pronto se convertirá en indispensable para la continuidad del régimen. El futuro alter ego se permitió presentar un resultado tan abrumador como falso: 93% de votos a favor con solo
 un 18% de abstención. 
            

Con este resultado, a pesar de las declaraciones en contra, más retóricas que otra cosa, del pretendiente Borbón, la Ley instituyó a España como una unidad política, definida como estado católico, social y representativo, que se declaraba Reino, de acuerdo con su tradición monárquica. La reticencias antimonárquicas de las fascistas más puros se solapaban, otorgando a Franco, que para entonces ya no era tan “falangista” como antes, la Jefatura del Estado de forma vitalicia. También le reservaba la no menor encomienda de designar sucesor en el momento
 adecuado. 
            

Unidad de destino en lo universal 
            

La infatigable vocación legislativa del régimen siguió buscando resquicios, en un sistema a-constitucional, para que pareciera justo
 lo contrario. En julio de 1958, después de una década convulsa, con estudiantes y falangistas enfrentados en aulas y calles a la
 menor oportunidad. Después de las primeras huelgas importantes, de un movimiento obrero que había probado su expreso rechazo al vomitivo sindicalismo oficial. En pleno
 franquismo paternalista, con Girón como aprendiz de socialdemócrata, a la busca y captura de imposibles adeptos. Con el reconocimiento del
 periodo autárquico fracasado y rechazado por los empresarios, que ya se habían beneficiado lo suyo y presionaban contra los restos falangistas de izquierda.
 El régimen se vio obligado a pasar la prueba de una nueva remodelación de principios. 
            

Así se gestó la Ley de Principios Fundamentales del Movimiento, directamente impulsada por
 Carrero Blanco, que desde 1951 y como subsecretario de la Presidencia del
 gobierno se había convertido en el principal consejero de Franco. Algunos vieron, en esta nueva
 ley, una falsa refundación descafeinada de Falange. Otros la entendieron como su derrota definitiva. En
 todo caso desde su promulgación, la disolución de Falange se aceleró, y el franquismo empezó a considerarse más como un Movimiento, con pluralidad de familias políticas, que el partido único al que aspiraba el fascismo inicial. 
            

La Ley se presentó, en efecto, como una refundación ideológica de algo que, por otra parte, siempre se anunciaba inamovible. Con lo cual a
 nadie le extrañó que, en realidad, fuese en lo formal una reafirmación de principios, consignas y doctrina. La redacción del anteproyecto corrió a cargo de José Luis Arrese, a la sazón cuñadísimo del “ausente” (J.A. Primo de Rivera). El bilbaíno, falangista de primer minuto, tuvo la osadía de querer revitalizar al partido muerto, en el momento menos oportuno.
 Laminado por Carrero y fulminado por Franco, Arrese que era arquitecto de
 profesión fue defenestrado hacia arriba, creándose para él un nuevo ministerio: el de la Vivienda. En un país de chabolismo y emergencia. A falta de principios propios, el falangista
 Arrese asumió el papel de dar techo y lumbre a la mísera España de postguerra. Cosa que se le comunicó de manera militar, en un sobre entregado por un motorista. Forma y manera que
 se hicieron proverbiales a partir de entonces, para todos los desviados en la
 España de Franco. 
            

En cuanto al texto refundador, para evitar más disgustos que el de Arrese, ni siquiera se presentó a las Cortes o al gobierno. Salió directamente del despacho del caudillo, o el contra-despacho de Carrero, hacia
 los sótanos del BOE, en forma de decreto-ley, que era el modelo favorito de Franco,
 para gobernar a sus ingobernables camaradas. El aspecto que el Decreto ofrecía a sus improbables lectores era el de un texto demasiado largo y confuso y
 sobre todo ambiguo. Una representación exacta de lo ambiguo que podía ser el régimen, cuando se lo proponía. Mezcla coctelera de ingredientes tradicionales y nuevas definiciones orgánicas. Donde quedaba suficientemente oscuro que la representación democrática del pueblo descansaba, como siempre, en la familia, el municipio y el
 sindicato, es decir, en unidades orgánicas que estaban perdiendo representatividad a la misma velocidad que el
 franquismo atravesaba su ecuador. 
            


No obstante, desde aquel olvidado verano del cincuenta y ocho, la España de Franco desafiaba al mundo y a la historia desde una docena,
 aproximadamente, de principios, que ya hubieran querido las rimbombantes y poco
 a poco consumistas democracias europeas, cada vez más americanizadas y libertinas. España era, una vez más y ya para siempre, “una unidad de destino en lo universal”, frase y concepto copiado directamente del fundador de Falange, y tenía como “timbre de honor” el acatamiento de la ley de Dios, que no era otra que la emanada de los
 evangelios católicos. Porque el franquismo profesaba la religión católica desde la guerra, con su titular entrando en las iglesias bajo palio. Algo
 tan vistoso, aparente y medieval como cualquier otra ceremonia de un régimen, bendecido por Roma, después de un conflicto, más bien civil, que el Vaticano había saludado como cruzada. Por descontado, que España seguía aspirando a la justicia y la paz, entre las naciones. Para ello había mantenido una guerra de tres años, con una postguerra de victoria-venganza de casi veinte, contra el mismo
 comunismo que el Papa, felizmente reinante, había declarado “intrínsecamente perverso”. 


Para que no quedara ninguna duda, presente o futura, y los viejos nacionalismos
 no españoles la descartaran, allende los siglos, la ley dejaba un precioso legado a la
 siguiente generación: España era en esencia una unidad intocable de hombres y tierras. Hombres a los que se
 les suponía además portadores de valores eternos, pero siempre subordinados al bien común de la nación única, que además de intocable estaba constituida por las consabidas entidades naturales de
 familia, municipio y sindicato. Como el pueblo español formaba parte del Estado Nacional, su forma política como pueblo y dentro del Movimiento Nacional, no podía ser otra que la monarquía tradicional, católica, social y representativa. Con lo cual, los pocos falangistas auténticos que le quedaban al Movimiento, se dieron por aludidos y cambiaron de
 camisa, o hicieron las maletas para su último viaje a un pasado imposible. 
            


Según esta ley, los españoles de finales de los cincuenta, del siglo XX, también tenían derechos sociales. Derecho a la justicia, la educación, asistencia y seguridad social. Casi lo mismo que los del s. XXI. Solo que con
 un partido único y un, no menos solo, sindicato. Para que no faltara nada, al trabajo se le
 reconocía no solo como derecho, sino como “origen de jerarquía, deber y honor de todos”, lo cual, no se explicaban muy bien los dos millones de campesinos que por
 entonces cogían el tren para emigrar en busca de otras jerarquías y honores que llevarse a la boca en Alemania, Suiza, Bélgica, etc. 
            


Sin embargo, en unos principios tan revolucionarios, no podía faltar el reconocimiento a la actividad empresarial, cuyos mejores
 representantes llenaban los escaños de los procuradores y los clubs de moda, madrileños o barceloneses. Porque, en efecto, al régimen no le cabía duda sobre el papel que la actividad empresarial estaba jugando en la
 recuperación de sus finanzas y en caso de desfallecimiento o desinterés de esta iniciativa, el franquismo “keynesiano” garantizaba el estímulo y la acción suplida del Estado. 
            


Los párrafos dedicados a la apología fascista de la producción, se miraban en el roñoso espejo del Fuero del Trabajo, para definir a la empresa con el consabido
 sonsonete de los años fundacionales. La empresa era una “comunidad de intereses y unidad de propósitos”. Las relaciones laborales tenían que “basarse en la justicia y en la lealtad”, nunca en la lucha de clases. Ni siquiera en los derechos de los trabajadores,
 que en la práctica, jamás podrían sobrepasar a los empresariales. No obstante, se consignaba que permanecían “los valores económicos subordinados a los de orden humano y social”, lo cual, sin duda, no afectaba a los millonarios miembros de diversos Consejos
 de Administración. Tampoco salvaba a los líderes sindicales prohibidos, encerrados en la Quinta Galería de Carabanchel. A pesar de todo, el Estado en su incorregible intento por
 mejorar el capitalismo, y hacerlo cada vez más posible, aseguraba “velar por la salud, las condiciones de trabajo, el progreso económico, etc.”



La Ley de Principios, como no podía ser menos, dejaría las cosas como estaban, reafirmando el talante conservador y el temible
 ideario de un tipo de neofascismo, o vía nacional española al fascismo, que con la disculpa de querer constituir un sistema o estado
 asistencial tutelado, dependía de la buena, cristiana y escasa voluntad de la burguesía pro-franquista, para repartir la plusvalía de sus negocios. 
            

De otro lado, esta pragmática trataba también de consolar a los falangistas derrotados de la paz, con la puesta al día de su retórica más rancia. La Falange, con Franco y su Ley de principios, se hizo postmoderna y
 los falangistas funcionarios de un Estado capitalista y conservador. A medida
 que los camisas viejas iban al encuentro de los luceros, por edad y desengaño, la revolución pendiente cobraba la paga de Navidad y la añadida del 18 de julio. Como cualquier estado asistencial, de los del plan
 Marshall. Desde entonces, los franco-falangistas, en plena francolatría, empezaron a pensar que la monarquía podía ser mejor que la república. Porque lo había dicho el Caudillo, que no solo había ganado la guerra, sino que administraba hábilmente la paz, la victoria y la venganza. 
            

Discrepancia de pareceres 

No habían pasado ni diez años de calma legislativa, cuando la definición global de 1958 se empezó a quedar corta. El desarrollo económico y social de los españoles amenazaba con descartar tanta unidad de destino en lo universal y tanta
 indiscreción en los beneficios capitalistas. Los tecnócratas se estaban cobijando bajo el paraguas de Carrero, como ariete perfecto
 para asaltar el inestable y residual poder de Falange, con el fin de sustituir
 a los franco-falangistas, que cada vez aportaban menos al régimen. El partido, el sindicato o el modelo de relaciones laborales no respondían a las presiones generacionales, ni al ascenso de las quejas obreras o
 nacionalistas. Nunca lo habían hecho, probando que no servían para el fin que fueron diseñados. 
            

El franquismo, en la periferia política de Europa occidental veía, entretanto, cómo una docena de Estados europeos integraban con éxito sus mercancías y mandaban sus turistas a la siesta española, que les acogía en un escenario político de postguerra, necesitado de una urgente remodelación. Los últimos gobiernos de Franco habían cambiado la camisa azul del fascismo retórico, por la blanca de los nuevos financieros. Los tecnócratas, que ocupaban los puestos decisivos, eran economistas universitarios bien
 mandados, con buenas relaciones en EEUU y sus multinacionales. Menos
 nacionalistas y más globales. Como tales, decían rechazar todas las ideologías, en especial las ajenas, y solo coincidían con sus adversarios falangistas en el miedo a las urnas. 
            

La democracia, en los años sesenta, consistía en mil dólares per cápita, como aseguró uno de ellos (López Rodo). Seguramente deslumbrado por el poder adquisitivo de franceses,
 alemanes y nórdicos en nuestras depauperadas costas, todo lo cual sirvió para alejar definitivamente a los trasnochados camisas viejas de las decisiones
 económicas del desarrollo. Tratados como incompetentes, aquellos que había ganado una guerra y perdido una postguerra, veían como los advenedizos de camisa blanca se presentaban como los nuevos
 salvadores del franquismo. 
            

Los propagandistas del Estado del desarrollo anunciaron entonces la enésima “reforma” política del régimen. La última ley fundamental que, como las anteriores, no pudo resultar más fallida. Diseñaron una Ley Orgánica del Estado, votada en referéndum (el segundo franquista) un 14 de diciembre de 1966, con resultados tan
 escandalosos como previsibles. Un ministro ideológicamente borroso, Fraga Iribarne, que pretendía distanciarse por igual de fascistas y tecnócratas, fue el encargado del recuento de los votos. Sus cuentas no pudieron ser
 menos fiables. Según Fraga votaron más del 85% del censo. De estos, más del 90% lo hicieron, asombrosamente, a favor de la Ley propuesta por el
 Estado. 
            

Claro que, para no alterar las costumbres de la democracia orgánica, la oposición no pudo ni articular palabra. Antes o después. Los trabajadores fueron obligados a votar y presentar el correspondiente
 certificado de la mesa electoral, bajo pena de no cobrar, aquel año, la paga de Navidad. Al menos el voto fue secreto, pero el tamaño del rechazo se lo llevó Fraga a la tumba, muchos años después. 
            

Lo más curioso es que, para no alterar la plácida siesta de los franco-falangistas, la LOE no derogó (no se atrevieron) la anterior Ley sobre Principios Fundamentales del
 Movimiento. Se limitó a confirmar las principales esencias del franquismo, con algunos retoques de
 imagen, lo que dada la escasez de innovaciones políticas de la época, provocó cierto interés en una oposición que ya solo esperaba que Franco no fuese inmortal. Lo cierto es que la LOE
 anuló el preámbulo fascista del Fuero del Trabajo, dejando intacto lo demás. Simuló una separación de los cargos de Jefe del Estado y Jefe del Gobierno, que no se hizo efectiva
 hasta 1973. Insertó en el entramado constitucional del régimen, el papel de las fuerzas armadas. Asignó al Ejército la defensa de la integridad territorial de España, la seguridad nacional y la defensa del orden constitucional. Sin duda, una
 sabia y democrática inserción, como tuvo a bien reconocer en 1978, para sí misma, la actual carta magna. 
            


 La nueva Ley abría también la posibilidad de constituir grupos o asociaciones políticas, aunque siempre en el marco ideológico y estructural del Movimiento. A este amago se le llamó aceptar “la discrepancia de pareceres”. Un eufemismo para reconocer que, en el orden franquista, seguía existiendo un sordo enfrentamiento de familias políticas. Abiertamente reconocidas como católicos, falangistas, integristas, carlistas, monárquicos, aperturistas, tecnócratas, etc. 
            


Es decir, un anuncio de la descomposición del modelo, que venía a reconocer el fracaso de treinta años de forzosa unidad política, promulgada desde el cuartel militar de Salamanca en abril de 1937. También por primera vez, se reconocía oficialmente que los legisladores y otros responsables podían equivocarse. Se establecía para ello un recurso de contrafuero, que consistía en recurrir ante los tribunales leyes o disposiciones del gobierno, que
 pudiesen vulnerar los principios del Movimiento o las leyes fundamentales. Con
 esto, se trataba de perfeccionar la forma legislativa, no de recurrirla. A modo
 semejante que hoy el Tribunal Constitucional trata de enderezar los actos
 legislativos no constitucionales, pero sin alterar la Constitución, sino corroborando sus imperfecciones. 
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